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Juez Provincial Ponerte; Dr. Tiberio Tarrea Regalado

CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DEL CAÑAR.- SALA ESPECIALIZADA DE

GARANTÍAS PENALES Y DE TRANSITO.-Azogues, 14 de marzo del 2011.- Las

15h20: VISTOS: La Licenciada Hermita Hidalgo Sacoto y el doctor César Augusto

Ochoa Balarezo, Directora Provincial de Educación y Presidenta de la Comisión de

Defensa Profesional del Cañar y Director Regional de la Procuraduría General del

Estado, respectivamente, interponen recurso de apelación de la sentencia dictada

por el señor Juez Quinto de lo Civil del Cañar, en su calidad de Juez Constitucional

en la que declara con lugar la acción ordinaria de protección deducida por los

maestros jubilados señores: Doctor Rómulo Merchán Crespo, en su calidad de

Procurador Común de: Fanny Lupe Alvarado Toledo, Zoila Ofelia García Gárate,

Bertha Lucia Andrade Correa, Julio César Andrade Guaraca, Jorge Bolívar

Andrade Muñoz, Elida María Arévalo Calle, Dolores Germania Argudo García,

Nube Beatriz Avila Riquety, Luis Remigio Ayora Espinoza, Martha Antonia Barreto

Avila, Marpia Luisa Beltrán Regalado, Sixto Edison Cabrera Alvarez, Rorigo

Telmo Calderón Martínez, Raquel Victoria Calle Carrasco, Martha América Cantos,

Jorge Marcelo Cantos Vázquez, Luis Alberto Cárdenas Mínchala, Rodrigo

Alejandro Cárdenas Urgilés, Cecilia Beatriz de Lourdes Carpió Flores, Luz

Margarita Castro Bravo, Zaida Noemi Castro Calle, Olga Mariana Chacha

Vázquez, Laura Lucila Coronel Becerra, Alicia Beatriz Correa Correa, María

Esthela del Roció Correa Padrón, Vicente Oswaldo Correa Padrón, María Crespo

Verdugo, Carlos Tobías Encalada Carrión, Martha Josefina Espinoza Gárate, Julio

Rolando Fuigueroa Guerrero, Carlos Alberto Gárate Nieto, Gloria Elena

Gomezcoello Verdugo, Luís Manual González Toalongo, Jorge Humberto Guaraca

Calderón, Enma Georgína Hugo Muñoz, Rafael de la Paz León Cáceres, Manuel

Mesías León Cárdenas, María Rosa León Verdugo, Alicia de los Dolores

Maldonado Andrade, Blanca Esperanza Maldonado Andrade, María Rosa León

Verdugo, Víctor Teodoro Lucero Palacios, Alicia Esperanza Maldonado Andrade,

María Luisa Martínez Bustamante, Luís Enrique Matovelle Zerna, Zoila Teresita

Medina Bravo, Teresa Victoria Moncayo Ortega, Jorge Roberto Muñoz Martínez,

Martha María Nieto Correa, Ligia Italia Ordoñez Gárate, Bertha de Jesús Ortsga

Mancero, Alfonso Guillermo Padilla Verdugo, Mariana de Jesús Parra Cándele rio,

Ramiro Edmundo Pesantez Herrera, Blanca Margarita Pesantez Palacios, Gloría

María Pinos Crespo, Celia Violeta Quito Vásconez, Gladys Hípatia Reyes



Buestán, Panchita del Pilar Rodas Merchán, María Oliva Rodríguez Castro,

Mariana del Pilar Rojas Iglesias, Luisa Mariana Romero Andrade, Rene Joaquín

Romero Serrano, Mañanita del Jesús Sacoto Serrano, Mariana Graciela Saeteros

Vélez, Nelly Isolína Saeteros Vélez, Mariana de la Nube Urgilés Cárdenas, Laura

Beatriz Vázquez Arévalo, Bertha Guillermina Vázquez Encalada, Martha Cecilia

Velecela Serrano, Bertha Filomena Vintimilla Ortega, Manuel Ignacio Vintimilla

Ortega, Lauro Rolando Yumbla Lucero, Luis Vicente Patricio Rivas Ayora, Efraín

Federico Carbaca Cabrera, Lucia Beatriz Correa Molina, Rommel Florencio Correa

Molina, Miñan Cecilia Padrón Vázquez, Mílton Alquiles Pesantez Palacios, Aida

Beatriz Calle Yumbla, Maríanela Martínez Verdugo, Simón Bolívar Nieto

Barahona, Nancy Beatriz Pesantez Regalado, Inés María Santacruz Amoroso,

Judith Mercedes de la Nube Torres Domínguez, Bolivia Agripina Vintimilla

Regalado, Olga María Pesantez Castro, y Aurora Victoria Mosquera Ortega,

quienes designan como Procurador Común al doctor Rómulo Merchan Crespo, que

les ha sido concedido en cuya virtud accede a esta Sala Especializada de Garandas

Penales y de Tránsito, la que para resolver, hace las siguientes puntualizaciones:

PRIMERO.- La Sala, es competente para conocer y resolver la presente acción de

protección en virtud de lo dispuesto en el artículo 86 numeral 3 de la Constitución y

el artículo 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional, así como por el sorteo efectuado; SEGUNDO.- Calificada la acción

de protección el Juez de primer nivel, convoca a audiencia pública para el 15 de

noviembre del 2010 a las 14h05, la que se practica con la concurrencia del señor

doctor Rómulo Merchán Crespo, procurador común de los legitimados activos, con

su defensor el doctor Gerardo Mogrovejo Calle; la licenciada Hermita Hidalgo

Sacoto, en su calidad de Presidenta de la Comisión Provincial de Defensa de la

Dirección de Educación del Cañar y Directora de Educación del Cañar, de Carlos

Enirque Abad y la licenciada Narciza Vázquez Ruiz, acompañados de su defensor el

señor doctor Germán Vélez Crespo, el doctor Raúl Gerardo Sánchez Sandoval, el

doctor Carlos Aguirre Miel y la doctora Ruth Averos Jaramillo, ofreciendo poder o

ratificación de la señora Ministra de Educación, Ministro de Finanzas y Director

Regional de la Procuraduría General del Estado, respectivamente; TERCERO.- El

libelo inicial, en síntesis dice: Que todos los comparecientes, se han acogido a la

Jubilación Voluntaria del Magisterio en el año 2009, lo que consta de las actas de
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las sesiones de la Comisión de Defensa Provincial del Cañar, las que están,

signadas con los números 015 - CDPC-2009 y 016-CDPC.2009, que se encuentra

la aprobación de la nomina de docentes que se acogen a la jubilación, otorgándoles

licencias, aceptándoles las renuncias y confiriéndoles condecoraciones y estímulos

económicos que fluctúan entre los $12.000,00 y $ 18.000,00, los que depender de

los años de servicio y la edad. Que, irrespetando las normas contenidas en. el

Mandato Constituyente 02, publicado en el Registro Oficial 261 el 28 de enero del

y 2008, se concede los estímulos conforme al Decreto Ejecutivo 1127 de 5 de junio

del 2008, que ahora forma parte del Reglamento General de la Ley de Carrera

p Docente y Escalafón del Magisterio Nacional, dejando de observar el Mandato

Constituyente, trascriben "...Para el efecto las instituciones del sector público

establecerán planificadamente, el número máximo de remuneraciones a ser

tramitadas y financiadas en cada año debiendo, para ello realizar las

programaciones presupuestarias correspondientes, en coordinación con el

Ministerio de Finanzas, de ser el caso". Lo anotado, consideran constituye un daño

grave que les ha causado perjuicio, pese a la existencia de normas jurídicas

previas, claras, públicas que debían ser aplicadas de forma directa e inmediata.

Continúan haciendo algunas citas doctrinarias, así de Zagrebelsky, Favoreau y Luis

Cueva Carrión. Se refieren a la Declaración de los Derechos del Hombre y del

Ciudadano que en su artículo 6 dice: "La Ley es la expresión de la voluntad general.

Todos los ciudadanos tienen derecho a contribuir a su elaboración, personalmente o

por medio de sus representantes. Debe ser la misma para todos, ya sea que proteja

o que sancione", y citan el principio de primacía constitucional contenida en el

artículo 424 de la Carta Fundamental para luego remitirse a los artículos 1 y 2 del

Mandato Constituyente N° 1, que transcriben, para seguir señalando que la

Asamblea Constituyente encarna la soberanía popular y está sobre el poder

constituido, razón por la que dictó Mandatos de aplicación inmediata y obligatoria;

siendo además las decisiones de la Asamblea jerárquicamente superiores a

cualesquier otra norma del ordenamiento jurídico del País. Al indicar los derechos

que consideran violados, se refieren: Al derecho de igualdad, " Todas las personas

son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades" Artículo

11.2 de la Constitución, y lo comentan sustentándole en criterios doctrinarios y en la

Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, para obtener cerno
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conclusión que se ha violado el derecho de igualdad, por cuanto existiendo el

Mandato Constituyente N° 2, el Ministerio de Educación a través de la Comisión

Provincial de Defensa Profesional del Cañar de la Dirección Provincial de

Educación, les ha concedido los estímulos económicos que fluectúan entre los $

12.000,00 y $ 18.000,00, sin acatar el Mandato señalado y remitiéndose al Decreto

Ejecutivo, hoy artículo 115 del Reglamento General a la Ley de Carrera Docente y

Escalafón del Magisterio Nacional, "que tratando pisotear el Mandato Consitituyente

en sus artículos 2, literal j) y 8," y que los transcriben. Indican que el Mandato v

Constituyente ha sido aplicado en diferentes entidades públicas, tales como en los

Ministerios de Salud, de Transporte y Obras Públicas, en el Instituto Ecuatoriano de *
Seguridad Social, en la Asamblea Nacional, entre otros; y, luego hacen un cálculo

de lo que consideran debió ser el monto del estímulo económico que les

correspondía, señalando que el máximo a percibir era el de $ 45.780,00, todo lo

que demuestra el trato desigual que se les ha dado. Recalcan que los Mandatos

Constituyentes contienen normas y principios que tienen jerarquía superior a

cualesquier otra norma del ordenamiento jurídico, lo que quiere burlarse con el

Decreto ejecutivo comentado, sin tomar en consideración que el artículo 11.4 de la

Constitución, dice: " Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los

derechos ni de las garantías constitucionales", razón por la que también por

mandato constitucional, todos los funcionarios y jueces deben aplicar la norma y la

interpretación que más favorezca su efectiva vigencia y para el caso concreto el

Mandato Constituyente N° 2, prosiguen citando el criterio respecto a la igualdad

expuesto por Miguer Carbonell y luego una opinión Consultiva de la Corte A

Interamericana de Derechos Humanos, sobre el mismo principio. Afirman también

que se ha vulnerado el derecho a la seguridad jurídica, para lo que transcriben el

artículo 11.9 de la Constitución, señalando que la trascendencia de este principio en

los Estados constitucionales de derechos es fundamental, puesto que la

Constitución es la cima de todo ordenamiento jurídico conforme al pensamiento de

Kelsen, por lo que es obligación fundamental de las autoridades y funcionarios

públicos dar cumplimiento a las normas constitucionales y cuando existe alguna
vulneración el Estado debe proteger al ser humano conforme al principio pro
homine. La seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la constitución '

conforme lo que manda el artículo 82 de la Carta Fundamental, principio que guarda
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estrecha armonía con los del debido proceso y legalidad contemplados en los

artículos 76 y 226 de la Constitución. El Ministerio de Educación, por medio de la

Comisión de Defensa Profesional, no aplica el artículo 8 del Mandato 2, vulnerando

el principio de seguridad jurídica ya que al existir normas previas como las

contenidas en los artículos 2 literal j) y 8 del Mandato Constituyente N° 2.deben ser

observadas. Citan a Cabanellas, en lo que conceptúa como Seguridad Jurídica,

para concluir que efectivamente ese es el propósito de la tutela jurídica. Adicionan

/ que se ha violentado también el principio de igual trabajo, igual remuneración, ya

que existen personas que acceden a indemnizaciones de oro que, en el caso de los

p reclamantes son irrisorias. Que la seguridad jurídica que se encuentra plasmado en

la Constitución, Convenios Internacionales y leyes secundarias es la más afectada

con las liquidaciones efectuadas. De otro lado dicen se inobserva el "DERECHO DE

W aplicación DIRECTA E INMEDIATA DE GARANTÍAS ESTABLECIDAS EN LA

CONSTITUCIÓN E INSTRUMENTOS INTERNACIONALES", que consiste en que

toda norma con rango constitucional es vinculante y de aplicación directa, que

encarna el principio "universal de favorabilidad constitucional", que permite al

ciudadano acceder a sus derechos de manera directa, inmediata y eficaz. El

Ministerio de Educación, antes de aceptar las renuncias, debió otorgar los estímulos

contemplados en los artículos 11.3 y 426 de la Constitución del 2008, toda vez que

el Mandato N° 2 contiene normas de rango constitucional, normas que son

„ anteriores, claras, públicas, de mayor jerarquía que las contenidas en el Decreto

Ejecutivo 1127; y más aun, si se ha venido aplicando para otros servidores del

^ Estado, con lo que se hubiere garantizado el principio de igualdad. Consideran que

^ existe "VULNERACIÓN DE DERECHOS Y GARANTÍAS ESTABLECIDOS EN
INSTRUMENTOS INTERNACIONALES", y dicen que el recurso de protección tiene

sus antecedentes en el Derecho Internacional, cuando se establece que los Estados

deben implementar un recurso sencillo, rápido y efectivo para amparar y proteger

los derechos fundamentales de las personas, citan la Declaración Universal de los

Derechos Humanos, Art. 7 y 8; la Convención Americana Sobre Derecnos

Humanos, Art. 25.1 y 25, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Art.

2 numeral 2, literal a) y 26, para luego mencionar los artículos 417 y 424 de la

j Constitución y el Mandato Constituyente N° 2, y transcribir el informe del

Procurador General del Estado constante en el oficio PGE 003798 del 2 de octubre



del 2008, que dice: "Los mandatos constituyentes números 002 y 004 expedidos por

la Asamblea Constituyente dada su jerarquía de superioridad a cualquier otra norma

del orden jurídico y de obligatorio cumplimiento para todas las personas naturales,

jurídicas y demás poderes públicos, prevalecen sobre el instructivo de aplicación de

la SENRES, en todo lo que se opongan y contradigan". Manifiestan que su derecho

es laboral derivado de la docencia, y en consecuencia es irrenunciable e intangible y

es nula toda estipulación en contrario; siendo esto así cualesquier incentivo

otorgado aun con sustento en un Decreto Ejecutivo, ha causado grave perjuicio

económico, resultando pertinente la reparación de los derechos irrenunciables que

les asisten. Por lo indicado, todos los derechos que han sido violados serán v

reparados con la protección que se otorgará, para lo que se remiten al texto del

artículo 2, numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control g
Constitucional, en relación con el inc. 1o del artículo 3 de la Ley citada. "

PROCEDENCIA DE LAACCION DE PROTECCIÓN". De acuerdo con el artículo 41

de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, la acción

es procedente porque proviene de un acto administrativo de una autoridad pública

no judicial (Ministerio de Educación) y de la omisión ( Ministerio de Finanzas) a! no

considerar los montos a los que tenían derecho. Citan y transcriben el artículo 88 de

la Carta Fundamental y señalan que diferentes Juzgados y Salas de las Cortes

Provinciales del País, han emitido sus resoluciones por acciones planteadas per la

violación del Mandato Constituyente N° 2, artículo 8. Señalan el principio de

primacía constitucional, citan los artículos 424 y 425 de la Constitución, resaltando

que el más alto deber del Estado es respetar y hacer respetar los derechos á

garantizados en la Constitución, indicando que esta acción lo ejercen por que la vía

judicial no es adecuada ni eficaz, citan una resolución de la Corte Provincial de

Justicia del Azuay en un caso que dicen está en íntima relación con lo que manda

el artículo 75 de la Constitución. "PETICIÓN CONCRETA Y REPARACIÓN

INTEGRAL", sostienen que la acción de protección es tendiente a que se declare la

violación de uno o varios derechos y se disponga la reparación integral de los daños

causados por la violación como manda el artículo 6 de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional, así como la aplicación de la jurisprudencia

y la doctrina constitucional existente. Citan el artículo 18 de la Ley Orgánica antes

invocada. Concluyen pidiendo que se acepte la acción de protección deducida por

*



7

r

(y0J^ >>w^ -j o.'cJU U.?^/

los comparecientes y en contra de todas las personas demandadas por las

calidades que ostentan. Que se declare la violación de los derechos

constitucionales que se han invocado, sin perjuicio de que conforme al principio

IURA NOVIT CURIA, se aplique otra norma así no se haya invocado. Que se

disponga la reliquidación conforme a lo que dispone el artículo 8 del Mandato

Constituyente N° 2, y se ordene el pago. Que de acuerdo a la disposición transitoria

segunda del Mandato N° 2 , se tome en cuenta únicamente desde la fecha de

aceptación de las renuncias para efectos de las liquidaciones. Las demás que

correspondan de conformidad con la naturaleza de la acción constitucional.

Declaran no haber planteado otra acción por los mismos actos u omisiones, contra

la misma persona o grupo de personas y con la misma pretensión; CUARTO.- En la

audiencia, convocada y practicada en la forma en la que consta del acta y grabación

correspondiente, el Procurador Común de los accionantes, doctor Rómulo Merchán

Crespo en definitiva insiste en el contenido del libelo inícal y agrega la

documentación de la que constan sentencias dictadas en el Distrito Judicial del

Azuay. De su parte, el doctor Raúl Genaro Sánchez Sandoval, a nombre de la

señora Ministra de Educación, en resumen dice: Que niega los fundamentos

constitucionales y legales de la acción propuesta por no reunir los presupuestos

exigidos por los artículos 86 y 88 de la Constitución, 39, 40 y 42 de la Ley Orgánica
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y específicamente el tercer

requisito del artículo 40 de la ley citada, en concordancia con el numeral 4 del
artículo 42 que señala: que no procede la acción de protección "CUANDO EL ACTO
ADMINISTRATIVO PUEDA SER IMNPUGANADO EN LA VIA JUDICIAL...". Es

evidente que la acción propuesta se trata de un caso típico de legalidad y no de

control de constitucionalidad. Que de conformidad con los artículos 31 y 217 del

Código Orgánico de la Función Judicial y 38 de la Ley de Modernización del Estado
debería seguirse en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. De otro lado, no

existe acto ilegítimo de conformidad con los artículos 68 y 125 del Estatuto del
Régimen Jurídico yAdministrativo de la Función Ejecutiva, razón por la que el acto
administrativo está en firme. La resolución de la Comisión de Defensa Profesional

Provincial del Cañar, se encuentra apegada a lo que manda la Constitución, la Ley

de Carrera Docente y Escalafón del Magisterio Nacional y su Reglamento, por

cuanto los docentes que LIBRE YVOLUNTARIAMENTE, han solicitado el estímulo



para acogerse a la jubilación han recibido los valores de conformidad con el cuadro

de estímulos para el año 2009. En la demanda constan una serie de violaciones

constitucionales que no significa violación de derechos. Adjunta sentencias dictadas

en lo que afirma se trata de casos análogos, así: de las Cortes de Pichincha,

Cotopaxi, Chimborazo, Imbabura y Tungurahua. Por lo anotado, concluye

solicitando se rechace la acción propuesta por improcedente. El doctor Rómulo

Darío Velasteguí Enríquez, en representación del señor Ministro de Finanzas, dice:

los accionantes solicitan que se disponga una reliquidación y el pago de los valores

que supuestamente les corresponden en base a lo establecido en el artículo 8 del

Mandato Constituyente N° 2, por la cantidad de $ 45.780,00. Si bien el artículo 88

de la Constitución establece la acción de protección como un medio de defensa

directo y eficaz de los derechos reconocidos en el cuerpo constitucional, pero, el

señor Ministro de Finanzas no ha emitido ni ha omitido acto administrativo alguno

que vulnere derechos constitucionales de los accionantes, por lo que existe falta de

legítimo contradictor. El artículo 90 de la Ley Orgánica de Servicio Público, puede

hacer uso de esta acción cuando exista vulneración de un derecho; y, siendo así

esta acción es improcedente con la que se busca es una reparación económica, lo

que conforme al artículo 19 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y

Control Constitucional, debieron acudir al Tribunal Contencioso Administrativo. Por

otra parte, se debe tener en cuenta que no se trata de la supresión de partida, como

establecía la LOSCCA, sino un estímulo contemplado en la Ley de Carrera Docente

y Escalafón del Magisterio Nacional, por lo que insiste que al no existir violación de

un derecho y al tratarse de un asunto de mera legalidad debería plantearse una

demanda en la vía ordinaria. Entonces, la acción no cumple con los presupuestos

contemplados en los numerales 1, 3 y 4 del artículo 42 de la Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. En el supuesto de que se

declare con lugar la presente acción se "crearía un mal precedente, el mismo que

daría lugar a que el Estado ecuatoriano deba erogar ingentes recursos económicos,

los mismos que no se hallan debidamente presupuestados en el vigente

presupuesto del Estado".Concluye agregando una resolución en la que se niega una

acción propuesta y pide se deseche la acción que contesta; QUINTO.- El doctor

Germán Vélez Crespo, en nombre de la señora Directora Provincial de Educacón,

así como de Carlos Abad y Narcisa Vásquez Ruíz, funcionarios de esa
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Dependencia, anota:uno.- El Mandato Constituyente N° 2, ' señala siete-"
remuneraciones básicas unificadas del trabajador en general por cada año de
servicio hasta un monto de ciento diez salarios básicos unificados, es decir
establece un monto básico, no un valor fijo imperativo de cumplimiento obligatorio;
dos.- Que el artículo 31 de la Ley de Carrera Docente y su Reglamento, establecen
el estímulo de doce mil dólares a los docentes que se acojan a la jubilación, lo que
se reforma con el Decreto Ejecutivo 1127 del 5 de junio del 2008 que modifica los
valores con las tablas aplicables a los años 2008, 2009 y 2010, Decreto que es

posterior al Mandato invocado por los actores, Decreto que se encuentra vigente y
que no ha sido impugnado en cuanto a su constitucionalidad, tres.- El Acuerdo

Ministerial 050 expedido el 14 de marzo del 2007, fija condiciones y parámetros
ponderados para la tramitación de solicitudes de estímulo para acogerse a la

jubilación de todos los miembros del magisterio, el que no ha sido objetado en su
legitimidad, legalidad y constitucionalidad; cuatro.- El artículo 4 del Mandato

Constituyente debe ser aplicado a la generalidad de los servidores públicos, pero
previa planificación de las instituciones, la que no se ha cumplido en el caso

presente; cinco.- La Dirección Provincial de Educación y la Comisión de Defensa

Profesional, no son entidades con personería propia, sino dependientes del

Ministerio de Educación conforme el Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo,

razón por la que la Dirección de Educación no cuenta con la partida presupuestaría

para realizar el pago demandado; seis.- Ni la Dirección de Educación ni la Comisión

de Defensa Profesional, han reconocido ni negado derecho alguno y solo han dado

cumplimiento a lo que manda la norma; siete.- Mientras el Decreto Ejecutivo se

encuentre vigente, se está frente a un asunto de constitucionalidad, por lo tanto de

competencia de la Corte Constitucional, por lo que el juzgado usted, debe inhibirse

de continuar conociendo el presente caso. Por todo lo indicado, niegan los

fundamentos de hecho y de derecho y piden se declare sin lugar la acción.; SEXTO-

La doctora Ruth Averos Jaramillo, en la calidad con la que comparece, en síntesis

sostiene: Que la Constitución establece para la procedencia de esta garantía

jurisdiccional que exista quebrantamiento de un derecho de rango constitucional,

por un acto u omisión de autoridad pública. Del libelo inicial, se desprende que no

existe quebrantamiento de un derecho constitucional de los accionantes y menos

que la supuesta violación provenga de un ACTO del Ministerio de Educación a



través de la Comisión de Defensa Profesional; ni de una OMISIÓN en la que

hubiere incurrido el Ministerio de Finanzas, por lo que esta acción debe ser declara

improcedente conforme lo que sigue: UNO.- Según los actores existe violación del

principio constitucional de igualdad y no discriminación, pero no logran identificar

cual es el acto administrativo u la omisión con la que se viola el derecho

fundamental, ya que se limitan a señalar que no se les ha pagado conforme al

Mandato Constituyente N° 2, sin considerar que los accionados han aplicado el

artículo 31 de la Ley de Carrera Docente y Escalafón del Magisterio Nacional y w

artículo 115 numeral 2 del Reglamento de esa Ley, así como el Decreto Ejecutivo

1127, mediante el que se modifica los valores aplicables para los retiros voluntarios \

en los años 2008, 2009 y 2010 y que es posterior al Mandato N° 2 que " únicamente

establece un tope hasta de 7 salarios y no fija como norma general que se pague

dicha cantidad a efectos de reconocerla como bonificación en las entidades en las ^
cuales no exista aquella", normas cuya inconstitucionalidad no han sido declaradas,

como manda el artículo 436 de la Constitución, en su numeral 2, DOS.- El artícu'o 8

del Mandato N° 2 establece un techo de indemnizaciones hasta un monto máx'mo

de 210 salarios básicos unificados del trabajador privado, razón por la que y

conforme al Decretaro Ejecutivo 1127, se ha realizado el cálculo correspondiente «

para las bonificaciones a los accionantes; en consecuencia, ¿cual es el derecho que

les asiste a los recurrentes para reclamar una reliquídacíón?; todo lo que hace ver

que la acción propuesta es improcedente. Que el señor Procurador General del nl

Estado se ha pronunciado repetidamente en el sentido señalado, tal el caso de los

oficios Nos. 14303 y14304 de 25 de mayo del 2010, con lo que demuestro que la ^
pretensión es improcedente dado nuestro ordenamiento jurídico, debiendo señalar

que el criterio del señor Procurador General es vinculante ( Art. 237 N° 3 de la

Constitución); TRES.- Por medio de esta garantía jurisdiccional se pretende que en

sentencia se disponga la RE - LIQUIDACIÓN y el PAGO INMEDIATO, de valores

que supuestamente corresponden conforme al Mandato N° 2 (transcribe el artículo

8), llegando inclusive a fijar el monto de la diferencia a ser pagado, lo que
demuestra que el único propósito es económico con lo que se desvirtúa el contenido

del artículo 19 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional que
transcribe. CUATRO.- Recuerda el propósito de la ACCIÓN POR v

INCUMPLIMIENTO que puede ser propuesta conforme los artículos 93 y 436



f o**^ ¿g——-
numeral 5 de la Constitución, todo lo que hace ver que la acción en la forma

planteada es improcedente; CINCO.- El artículo 226 de la Constitución, contempla

el principio de competencias positivas de funcionarios y autoridades, quienes

solamente pueden ejercer las competencias que les asigna la Carta Magna y la 'ey,

por lo que esta acción es improcedente porque mediante ella se pretende evadir los

procedimientos y que la administración transgreda el ordenamiento constitucional y

omita el principio de legalidad SEIS.- Esta acción no cumple con lo que establece el

* artículo 86 y siguientes de la Constitución y no reúne los requisitos del artículo 4C de

la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, siendo en

/ consecuencia improcedente como dispone el artículo 42 de la Ley citada,

SÉPTIMO.- En la fase de la réplica el legitimado activo, los representantes de ios

Ministerios de Finanzas y Educación, de la Directora Provincial de Educación, de la

Comisión Provincial de Defensa Profesional, en síntesis insisten en sus

pronunciamientos iniciales, y, la doctora Averos Jaramillo, sostiene que las copias

de sentencias que se han adjuntado por el legitimado activo, contienen a no dudarlo

criterios valiosos, pero que no son decisivos, puesto que, el único criterio vinculante

es el de la Corte Constitucional conforme dispone el artículo 346 numeral 6 de la

Constitución de la República; OCTAVO. El juez constitucional de primer nivel,

concluye la audiencia emitiendo pronunciamiento verbal admitiendo en " todas y

cada una de sus partes", la acción propuesta y señala que en 24 horas expedirá la

resolución debidamente fundamentada; fallo del que, en la misma diligencia

interponen recurso de apelación, los profesionales que representan a los Ministerios

de Finanzas y Educación, así como a la Procuraduría General del Estado. Es

necesario anotar que las intervenciones de los profesionales han sido debidamente

ratificadas, y, que luego de que se ha emitido la resolución por escrito, también

interpone el recurso de apelación la Directora Provincial de Educación y los

miembros de la Comisión Provincial de Defensa Profesional; NOVENO.- La Carta

Fundamental, en el artículo 11 numeral 6 proclama: "Todos los principios y derechos

son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía";

a su vez, el artículo 88 de la propia Ley Suprema, conceptúa la acción de protección

como una de las garantías jurisdiccionales para la defensa de los derechos, cuando

estos hayan sido vulnerados o exista la amenaza de que lo sean, abriendo el
camino al legitimado activo o titular afectado para acceder a la justicia constitucional



mediante el control que ejerce el juez de los actos de poder público en relación a los

derechos vulnerados, los que por ser consustanciales al hombre no requieren de

declaratoria previa, ya que se hallan reconocidos en la Constitución y pueden ser

invocados por cualesquier persona; por eso, que el artículo 84 ibidem, "impone al

poder normativo - incluido el poder constituyente - la obligación de crear las reglas

infraconstítucionales formal y materialmente adecuadas a los derechos

constitucionales y a la dignidad de las personas...", a su vez, los jueces y

autoridades públicas deben aplicar toda normativa de acuerdo con los derechos *

fundamentales en forma directa e inmediata y en caso de duda sobre el alcance de

alguna norma se aplicará en el sentido que más favorezca a la plena vigencia de los V

derechos es decir tomando en cuenta el principio pro homine y que mejor respete la

voluntad del constituyente como señala el artículo 427 de la Constitución "Los _

derechos constitucionales son plenamente justiciables (arts. 11.3 y426 CRE) y se ^
encuentran jurisdiccionalmente garantizados bajo el amparo de la tutela judicial

efectiva, el debido proceso y el derecho a la defensa ( arts. 75 y 76 CRE). Nc se

requiere de ley para defender los derechos, para ejercer las acciones dirigidas a ese

objetivo o para que sean reconocidos. La obligación prioritaria del Estado es

garantizar los derechos fundamentales (Arts. 3.1 y 11.9 CRE)" ( Zavala Egas Jorge); «

DÉCIMO.- La acción de protección procede: a) Contra actos u omisiones de

cualesquier autoridad pública no judicial; b) Contra políticas públicas cuando

supongan privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales, ye) «i

Cuando la violación provenga de una persona particular, si la violación del derecho

provoca daño grave, si se presta servicios públicos impropios, si actúa por ^

delegación o concesión o si la persona afectada se encuentra en estado de

subordinación, indefensión o discriminación. Por su parte la Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en el artículo 40, exige para la

procedencia de esta acción se encuentren cumplidos los siguientes requisitos: 1.-

Violación de un derecho constitucional, 2.-Acción u omisión de autoridad pública; y,

3.- Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para

proteger el derecho violado. La misma Ley, en el artículo 41, exige iguales requisitos

para la procedencia de la acción de protección, todo en armonía con el artículo 88

de la Ley Fundamental- De otro lado, el artículo 86.3 de la Constitución, señala *

"...se presumirán ciertos los fundamentos alegados por la persona accionante,
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cuando la entidad pública requerida no demuestre lo contrario o nífsuministre

información". En el caso de la especie, quienes aparecen como legitimados activos,

adjuntan el acta de la sesión de la Comisión Provincial de Defensa Profesional del

Cañar, en la que se resuelve "Aprobar la nómina de los docentes que se acogen a

los beneficios de la jubilación, otorgarles la licencia de 60 días, a partir del 1 de

agosto hasta el 29 de septiembre del 2009, así como aceptarles las renuncias a sus

cargos, las mismas que deben hacerse efectivas el 30 de septiembre del 2009,

otorgarles las condecoraciones al mérito educativo y los estímulos económicos que

les corresponden de conformidad con la siguiente nómina...", se pasa a detallar el

listado y valores a pagarse a cada uno, los que varían entre los 12.000 y 14.000

dólares; y el acta del 21 de agosto, en la que se les concede a los maestros licencia

a partir del 1 de septiembre y aceptar las renuncias, las que deben hacerse

efectivas a partir del 17 de agosto del 2009; lo que no es motivo de discusión. Se

han presentado por las partes, como prueba documentaciones en las que constan

resoluciones dictadas en otros casos por diferentes juzgados y Cortes del País y la

Corte Constitucional, DÉCIMO PRIMERO.- EL artículo 426 de la Constitución,

consagra que " Todas las personas, autoridades e instituciones están sujetas a la

Constitución. Las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y

servidores públicos, aplicarán directamente las normas constitucionales y las

previstas en los instrumentos internacionales de derechos humanos siempre que

sean más favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las partes no lo

invoquen expresamente. Los derechos consagrados en la Constitución y los

instrumentos internacionales de derechos humanos, serán de inmediato

cumplimiento y aplicación....No podrá alegarse falta de ley o desconocimiento de

las normas para justificar la vulneración de los derechos y garantías

establecidos en la Constitución, para desechar la acción interpuesta en su

defensa, ni de tales derechos", (las negrillas corresponden a la Sala). En armenia

con la norma anterior, se pueden citar las contenidas en el artículo 3 de la Ley de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, numerales 1 y 13, que a su

turno establecen las reglas para la solución de antinomias y el principio lura novit

curia, respectivamente DÉCIMO SEGUNDO.- El constituyente, al dictar el Mancato

N° 2, consideró la desigualdad que se producía con anterioridad entre las personas

que prestaban sus servicios en diferentes instituciones públicas, en las que no regía
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el principio de a " igual trabajo igual remuneración", y para eliminar esa desigualdad

dictó el Mandato en cuestión, en el que claramente establece que " las

indemnizaciones por supresión de puesto o terminación de las relaciones laborales

del personal de las ¡nstituticiones contempladas en el artículo 2 de este mandato,

acordadas en contratos colectivos, actas transaccionales, acta de finiquito o

cualquier otro acuerdo bajo cualquier denominación que estipule pago de

indemnizaciones, BONIFICACIONES por terminación de cualquier tipo de relación

individual de trabajo, será de siete (7) salarios básicos unificados del trabajador

privado por cada año de servicio y hasta un monto máximo de doscientos diez

(210) salarios mínimos básicos unificados del trabajador privado en total". El mismo

Mandato, en el artículo 2, dice: " Las decisiones de la Asamblea Constituyente son

jerárquicamente superiores a cualquier otra norma de orden jerárquico y de

obligatorio cumplimiento para todas las personas naturales, jurídicas y demás

poderes públicos sin excepción alguna". Norma con la que se está ratificando el

principio de primacía y dejando vigente el de lura novit curia. El Decreto Ejecutivo N

° 225 del 18 de enero del 2010, ratifica el contenido del artículo 8 del Mandato N° 2,

al señalar que en casos de supresión de partidas, renuncia voluntaria o retiro

voluntario para acogerse a la jubilación, se reconocerán estos beneficios

económicos en caso de que no sobrepasen los límites establecidos en los Mandatos

Constituyentes Nos, 2 y 4; siendo esto así, se debe señalar lo que al respecto dice

el Mandato 2 , artículo 8 "Liquidaciones e indemnizaciones.- El monto de las

indemnizaciones por supresión de partidas , renuncia voluntaria o retiro voluntario

para acogerse a la jubilación de los funcionarios, servidores públicos y personal

docente del sector público, con excepción del perteneciente a las Fuerzas

Armadas y la Policía Nacional, será de siete (7) salarios mínimos básicos unificados

del trabajador privado por cada año de servicio y hasta un monto máximo de

doscientos diez (210) salarios mínimos básicos unificados del trabajador privado en

total, para el efecto..." (las negrillas son de la Sala), y, si bien, con posterioridad,

esto es el 5 de junio del 2008, se expide el Decreto Ejecutivo N° 1127, que luego

forma el artículo 115 del Reglamento de la Ley de Escalafón y Sueldos del

Magisterio Nacional, éste se encuentra en franca contradicción con lo que dispone

el Mandato Constituyente, en el que no se excepcionan los miembros del Magisterio

Nacional; y, con el Decreto Ejecutivo 225 de 18 de enero del 2010 que se comentó
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antes y en el que se establece que se reconocerán los beneficios económicos

caso de que no sobrepasen los limites establecidos en los Mandatos, De lo

expuesto se concluye que existe violación al principio de igualdad antes comentado.

La acción de protección, no es un proceso de conocimiento o declarativo, su

naturaleza es cautelar, tiene como objetivo tutelar derechos subjetivos

constitucionales, lo cual es una garantía de protección de derechos fundamentales

y permite acceder a jueces constitucionales con el propósito de obtener de ellos se

dicten medidas urgentes que puedan prevenir o hacer cesar la conducta violatoria

de esos derechos. Cuando se proclamó el Ecuador como un Estado constitucional

de derechos y justicia, el constituyente no solo que enunció un objetivo, impuso

valores como materia y contenido de los preceptos normativos y, siendo normas

jurídicas son directa e inmediatamente aplicables y lo que es más es deber

fundamental del Estado respetar y hacer respetar los derechos consagrados en la

Constitución y en los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos,

insistiendo en que es necesario observar para su aplicación los principios que se

consagran en la Carta Fundamental, de modo particular en los artículos 11, 426 y

427; DÉCIMO TERCERO.- En la propia Carta Fundamental se establece el

principio de aplicación inmediata y directa "self executin", que no tiene otro

significado sino que los derechos y garantías de las personas deben ser aplicadas

sin necesidad de norma que las desarrolle, y en armonía con el principio de que las

leyes no pueden restringir el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales,

por ello que tanto los instrumentos internacionales de derechos humanos y la propia

Constitución en el artículo 275 inc. 3o , le da al "BUEN VIVIR" categoría

constitucional; categoría que tiene mayor razón de ser en el caso de personas

adultas mayores que han agotado gran parte de su vida en cumplir la tarea

educativa. A todo lo anotado, cabe adicionar lo que disponen los artículos 16, 3.2,

11.3, 82, 424, 425 y 426 de la Ley Fundamental y en aplicación de lo que manda el

artículo 17 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Cortrol

Constitucional, la Sala, "ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEELO

SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y

LEYES DE LA REPÚBLICA", desecha los recursos de apelación interpuestos y

confirma la sentencia venida en grado, en cuanto declara la existencia de violación

de los derechos de los legitimados activos, que fueron tratados de manera desigual



y de forma discriminatoria, al no ser pagados conforme dispone el artículo 8 del

Mandato Constituyente N° 2, vajores que debep ser re liquidados, pero, se reforma

en el sentido de que en aplícadón al artículo 19 de la Ley de Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional, debe perseguirse la liquidación en la vía

contenciosa administrativa. Ejecutoriada esta resolución cúmplase con lo que

mandan el numeral 5 del artículo 86 de la Constitución y el artículo 25 numeral 1 de

la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.- Notifíquese

y devuélvase.-

Dr. ftaimí'© Flores Jara

JUEZ PROVINCIAL

Proveyeron y firmaron la sentencia que atatecede, los señores doctores Rosendo

Idrovo Vázquez, Tiberio Torres Regalado y Ramiro Flores Jara, Jueces Provinciales

y Conjuez Temporal, en su oVden; en Azogues

a las quince horas veinte minutos. Certifico.-

catorce de marzo del dos mil once,

Dr. GerardoVMogiVvejo Rivera
SECRETARIO RELATOR SALA BENAL-TRANSITO

En la ciudad de Azogues a los catorce días del mes de marzo del dos mil once,

notifiqué con el contenido de la sentencia que antecede y por boletas a los

accionantes: Doctor Rómulo Merchán Crespo, en su calidad de Procurador Común

de: Fanny Lupe Alvarado Toledo, Zoila Ofelia García Gárate, Bertha Lucia Andrade

Correa, Julio César Andrade Guaraca, Jorge Bolívar Andrade Muñoz, Elida

María Arévalo Calle, Dolores Germania Argudo García, Nube Beatriz Avila Riquety,

Luis Remigio Ayora Espinoza, Martha Antonia Barreto Avila, Marpia Luisa Beltrán

Regalado, Sixto Edison Cabrera Alvarez, Rorigo Telmo Calderón Martínez, Racuel

Victoria Calle Carrasco, Martha América Cantos, Jorge Marcelo Cantos Vázquez,

Luis Alberto Cárdenas Mínchala, Rodrigo Alejandro Cárdenas Urgilés, Cecilia
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Beatriz de Lourdes Carpió Flores, Luz Margarita Castro Bravo, Zaida Noemi Castro

Calle, Olga Mariana Chacha Vázquez, Laura Lucila Coronel Becerra, Alicia

Beatriz Correa Correa, María Esthela del Rocío Correa Padrón, Vicente Oswaldo

Correa Padrón, María Crespo Verdugo, Carlos Tobias Encalada Carrión, Martha

Josefina Espinoza Gárate, Julio Rolando Fuigueroa Guerrero, Carlos Alberto

Gárate Nieto, Gloria Elena Gomezcoello Verdugo, Luis Manual González

Toalongo, Jorge Humberto Guaraca Calderón, Enma Georgina Hugo Muñoz,

Rafael de la Paz León Cáceres, Manuel Mesías León Cárdenas, María Rosa

León Verdugo, Alicia de los Dolores Maldonado Andrade, Blanca Esperanza

Maldonado Andrade, María Rosa León Verdugo, Víctor Teodoro Lucero Palacios,

Alicia Esperanza Maldonado Andrade, María Luisa Martínez Bustamante, Luis

Enrique Matovelle Zema, Zoila Teresita Medina Bravo, Teresa Victoria Moncayo

Ortega, Jorge Roberto Muñoz Martínez, Martha María Nieto Correa, Ligia Italia

Ordoñez Gárate, Bertha de Jesús Ortega Mancero, Alfonso Guillermo Padilla

Verdugo, Mariana de Jesús Parra Candelario, Ramiro Edmundo Pesantez

Herrera, Blanca Margarita Pesantez Palacios, Gloria María Pinos Crespo, Celia

Violeta Quito Vásconez, Gladys Hipatia Reyes Buestán, Panchita del Pilar Rodas

Merchán, María Oliva Rodrípguez Castro, Mariana del Pilar Rojas Iglesias, Luisa

Mariana Romero Andrade, Rene Joaquín Romero Serrano, Mañanita del Jesús

Sacoto Serrano, Mariana Graciela Saeteros Vélez, Nelly Isolina Saeteros Vé:ez,

Mariana de la Nube Urgilés Cárdenas, Laura Beatriz Vázquez Arévalo, Beiha

Guillermina Vázquez Encalada, Martha Cecilia Velecela Serrano, Bertha Filomena

Vintimilla Ortega, Manuel Ignacio Vintimilla Ortega, Lauro Rolando Yumbla Lucero,

Luis Vicente Patricio Rivas Ayora, Efraín Federico Carbaca Cabrera, Lucia Beatriz

Correa Molina, Rommel Florencio Correa Molina, Mirian Cecilia Padrón Vázquez,

Milton Alquiles Pesantez Palacios, Aida Beatriz Calle Yumbla, Marianela Martínez

Verdugo, Simón Bolívar Nieto Barahona, Nancy Beatriz Pesantez Regalado, Inés

María Santacruz Amoroso, Judith Mercedes de la Nube Torres Domínguez,

Bolívia Agripina Vintimilla Regalado, Olga María Pesantez Castro, y Aurora Victoria

Mosquera Ortega, en la casilla judicial número 8 de los doctores. Gerardo

Mogrovejo Calle y Juan Francisco Romero Rodas; a los accionados: Dra. Gloria

Vidal lllingworth, Ministra de Educación, en el casillero judicial número 23 de los

doctores Carlos Cisneros Pazmiño, Coordinador Genenral de Asesoría Jurídica y



Williams Cuesta Lucas; al Economista Patricio Rivera, Ministro de Finanzas, en el

casillero judicial N° 23 del Dr, Carlos Aguilar Miel; al doctor Rómulo Velastegui

Enríquez, Coordinador General Jurídico del Ministerio de Finanzas, en el casillero

judicial número 23 del doctor Carlos Aguilar Miel; a la Leda. Hermita Hidalgo

Sacoto, Directora de Educación del Cañar, en el casillero judicial Nro. 49 del

doctor Patricio Crespo Regalado; a los Miembros de la Comisión Provincial de la

Defensa Profesional de la Dirección de Educación del Cañar: Leda. Hermita

Hidalgo Sacoto, Msc. Carlos Enrique Avila, LcdaA Narciza Vázquez Ruíz y Msc.

Teresa Saquicela Toledo, en el casillero judicial numero 49 del doctor Germán

Vélez Crespo; y, al señor doctor César Augusto Ochoa Balarezo, Director Regional

de la Procuraduria General del Estado en Cuenca, en el casillero judicial Nro. 127

de la Ab. Ruth Averos Jaramil\o, a las quince horajs cincuenta y cinco minu':os.
Certifico.

Dr. Gerardo Mogrovejo Rivera
SECRETARIO REfcATOR.SjUsA'TÍENAL-TRANSITO


